El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRIVACIÓN PATRIA POTESTAD / DERECHO DEL MENOR A SER ESCUCHADO Y TENIDO EN CUENTA / ABANDONO DEL HIJO.
… considera la Sala resaltar las expresiones del pequeño para definir la cuestión, teniendo en cuenta que de acuerdo con el artículo 26 de la ley 1098 de 2006, en toda actuación administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza en que estén involucrados, los niños, las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta. 

En igual sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño, dice en el artículo 12:

“1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño. (…)
El artículo 315 del Código Civil consagra el abandono del hijo como causal para sancionar al infractor con la pérdida de la patria potestad, abandono que de conformidad con las reglas de interpretación de la ley, debe entenderse en su forma natural y obvia, esto es, cuando sin justa causa se produce un  desprendimiento total del progenitor hacia su hijo menor, en forma tal, que no solo desatiende sus obligaciones económicas, sino aquellas de índole diferente y que guardan relación con su crianza y educación.
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PRETENSIONES: Solicita la demandante se prive al demandado de ejercer la patria potestad sobre el menor Juan José Fajardo Cifuentes y se otorgue tal derecho exclusivamente a ella; se ordene la inscripción del fallo ante el competente funcionario del estado civil y se condene en costas al ejecutado (sic).
HECHOS: De la relación extramatrimonial entre las partes, nació el menor en cuyo interés se actúa; el demandado abandonó sus deberes de padre desde cuando la actora se encontraba embarazada; conociendo esa situación, nunca estuvo presente física o económicamente en el proceso de gestación; inicialmente se negó a reconocerlo como hijo, a lo que accedió cuando tenía catorce meses de edad; el abandono es total en los campos moral, familiar y económico; unas pocas veces ha hablado con su hijo, pero no ha ejercido el rol de padre. La demandante acudió al ICBF en el mes de abril de 2012 para iniciar esta misma clase de proceso, pero desistió al enterarse de que el demandado se encontraba preso en una cárcel de máxima seguridad en Popayán, temió por su vida y la de su hijo; además del abandono, también representa peligro para la vida del menor, el estar condenado a pena privativa de la libertad por más de dos años. Después de relatar las condiciones actuales del niño, al lado de su madre, se dice que el demandado incurrió en la causal consagrada en el numeral 2º del artículo 315 del CC. Con motivo de la inadmisión de la demanda se dijo que la demandante desconoce el domicilio del demandado,  lleva varios años en prisión y constantemente es traslado de los centros de reclusión; se tiene conocimiento que actualmente está en Neiva. En razón a que se le citó en la cárcel de tal lugar y se informó que no aparecía en la base de datos, se le emplazó y se nombró curador ad-litem para que lo representara.

RESPUESTA DEMANDA: El auxiliar de la justicia que lo representa  se opuso a las pretensiones, porque de conformidad con los hechos de la demanda, el abandono de que se acusa al accionado no es absoluto. Como excepciones de fondo propuso las de falta de abandono total y la genérica.
PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS EXCEPCIONES: Adujo la apoderada de la demandante  que en la actualidad el menor tiene once años y ha visto al padre dos veces en la vida, la última, cuando tenía seis.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Accedió a las súplicas de la demanda al considerar probada la casual alegada para ese fin.

APELACIÓN: Impugnó el curador ad-litem del demandado. En esta instancia dijo: “Mis alegatos tienen que ver con lo siguiente, quiero hacer una crítica a la prueba testimonial y documental que obra en el proceso, la base de este proceso es el abandono del presunto abandono mejor por parte del padre de sus deberes con el hijo, entonces pues comienzo yo pues con analizar la demanda y sus anexos, en primer término nosotros podemos observar que hay con fecha 02 de abril del año 2012 hay una petición para que se inicie un trámite por parte de la señora Bibiana pidiendo la perdida de la patria potestad del hijo, en los hechos la señora se dice que la señora Bibiana desistió de esa demanda y desistió presuntamente que por temor al encontrarse el demandado preso, pero si uno observa la Defensora de Familia dice una cuestión totalmente diferente, dice que ese desistimiento se debió a un acuerdo con el solicitado, así mismo otras de las pruebas que obra en el proceso tiene que ver con el concepto social de la trabajadora social del Juzgado de Familia de Dosquebradas, hago un reparo a ese concepto que emitió la trabajadora social por lo siguiente, resulta que la trabajadora social antes de que hacerle las preguntas al menor le dice, “si conoce el menor por qué fue citado hoy a esa declaración” y el niño manifiesta “que si ya que su madre está iniciando un proceso para que el papá no se lo lleve” obviamente es claro que existe una manipulación de la señora madre con su hijo, es clarísima la manipulación, a ese concepto yo realmente le restó credibilidad por la razón que acabo de exponer. 

Así mismo otra base de ese fallo pues son los testimonios, los testimonios de dos personas una de ellas el señor Jorge Mario Isaza que fue compañero de doña Bibiana y otra de una señora Milbia Elena Gómez, en cuanto a la señora Milbia Elena Gómez, pues esta es una señora que cuidó al menor durante un tiempo, ¿lo hacia dónde? no en la casa del menor sino en la casa de ella y es una señora que realmente desconoce toda la situación, y en cuanto al compañero o ex compañero de la señora Bibiana el señor Jorge Mario Isaza hay dos hechos que me llaman la atención que son bien curiosos, uno de ellos es que la relación con doña Bibiana se termina 2 meses antes de la declaración según se dijo, diría yo esa terminación o supuesta terminación no sería para evitar esa tacha de sospecha del testigo, tacha que formulé y el Juzgado no me la aceptó.

Y otro hecho curioso es que el caballero, compañero según se dice de doña Bibiana desconocía el hecho de que ella llevó a su hijo a visitar al padre que estaba en la cárcel, pues realmente yo me pregunto en verdad él fue el compañero de ella o no lo era en esa época, ¿por qué? porque hombre ir a Popayán conlleva malo malo dos días y si mi mujer se me pierde dos días pues me parece muy extraño que yo no lo sepa, realmente me parece muy extraño ese hecho, por eso yo le restó credibilidad a esos dos testimonios, primero porque la señora es una señora de oídas y segundo porque me parece que si debe prosperar esa tacha frente al compañero de la señora Bibiana, no hay que olvidar que los testimonios tiene que tener, ósea tienen que ser elocuaces en cuanto a tiempo, modo y lugar porque eso da lugar a la claridad, a la coherencia y a la seguridad del testimonio. Según mi valoración estos testimonios para mi adolecen de eso, adolecen de claridad, coherencia y seguridad. 

Ahora bien hacer caer toda la responsabilidad sobre el padre del menor pues no me parece justo y no me parece justo porque también la madre tiene una responsabilidad, responsabilidad por ejemplo, ésta señora se cambiaba frecuentemente de vivienda, acá en el proceso aparece que vivió en Tuluá, Pereira y Dosquebradas, ¿hay alguna prueba dentro del proceso que diga que la señora le informó al padre sobre esos cambios de residencia? No la hay, tan solo en una oportunidad llevó al niño a visitar a su padre, en tantos años del año 2012 hasta la audiencia pues una sola vez me parece que es mínimo, también existe una responsabilidad de parte de la madre me parece a mí ese hecho.

El honorable Tribunal de la Corte Suprema de Justicia providencia del 25 de mayo del 2006 Magistrado Ponente Pedro Octavio Munar Cadena dice lo siguiente: “Olvido el juzgador que ni siquiera el incumplimiento injustificado de los deberes de padre conduce per se a la privación de la patria potestad, pues al efecto se requiere que le abandono sea absoluto y que obedezca a su propio querer”. Yo me pregunto abandono absoluto pues no ha habido, porque en la misma demanda se dice lo siguiente, al hecho séptimo (7) “el padre del menor Edver Fajardo ha visto y hablado pocas veces con su hijo”, consta en el hecho séptimo (7), y fuera de esto pues ¿se vio un querer del padre abandonar al hijo? creo que no porque el mismo hecho octavo (8) de la demanda dice “el padre del menor Juan José Fajardo Cifuentes se encontraba preso en una cárcel de máxima seguridad” por lo brevemente expuesto yo le solicito al honorable Tribunal rechazar las pretensiones de esa demanda y modificar la sentencia. Muchas gracias.”
AUTO DE SALA UNITARIA  PREVIO AL FALLO

En la discusión del proyecto de sentencia se analizó la posible configuración de una nulidad por indebido emplazamiento del demandado y así se consideró, por la mayoría de la Sala probable  ponerla en conocimiento del afectado, para su saneamiento. Por ello, de oficio, se ordena incorporar al proceso el  documento sobre registro  de la población privada de la libertad, que se obtuvo de la página www.inpec.gov.co en la que se indica que el citado señor no hace parte de aquella.

Esa decisión, por ser oral, queda notificada en estrados. Sin recursos.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA:
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el curador ad-litem del demandado, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Único de Familia del municipio de Dosquebradas, el 27 de octubre de 2017, en este proceso sobre privación de la patria potestad, instaurado por la señora Bibiana Andrea Cifuentes Martínez, en interés del menor Juan José Fajardo Cifuentes, contra Edver Fajardo.
 CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado.

2. Al proceso se incorporó copia auténtica del folio del registro civil de nacimiento de Juan José Fajardo Cifuentes, expedida por la Notaría Primera de Tuluá, Valle, en el que se expresa que tal hecho acaeció el 26 de junio de 2006  y que es hijo de Bibiana Andrea Cifuentes Martínez y de Edver Fajardo. A dicho documento, el que aparece suscrito por el último, se le insertó una nota en la que se lee que ese folio reemplaza otro, en razón al reconocimiento de hijo extramatrimonial que hizo el padre, del menor a quien el acta se refiere.  (folio 2, C1)
Con tal prueba se acredita que el menor Juan José Fajardo Cifuentes está sometido a la potestad parental de sus progenitores, por ser menor de edad y no aparecer inserta nota de que se haya privado o suspendido el ejercicio a alguno de ellos; también que las partes están legitimadas en la causa.

3. De acuerdo con los reparos que al fallo de primera instancia hizo el curador ad-litem del demandado y a los argumentos que planteó para sustentarlos, corresponde a esta Sala establecer si la sentencia que se revisa debe ser revocada, para negar las súplicas de la demanda, porque contrario a lo que concluyó la juez de primera sede, no se probó el abandono de que se acusa al accionado.

4. Aduce el auxiliar de la justicia que de acuerdo con los anexos de la demanda, el 2 de abril del año 2012 la demandante solicitó se iniciara un trámite similar al que ahora ocupa la atención de esta Sala y en los hechos de aquel escrito se expresó que de ella desistió por temor, ya que el demandado se encontraba preso, pero la Defensora de Familia dijo que ese desistimiento se debió a un acuerdo con el solicitado.

Está demostrado, con los documentos que obran a folios 3 a 21 del cuaderno principal, que el 2 de abril de 2012, la actora inició un trámite ante el ICBF de esta ciudad, tendiente a privar al demandado de ejercer la patria potestad sobre su hijo menor Juan José, el que se ordenó archivar mediante proveído del 11 de julio del mismo año, por desistimiento de aquella, al haber llegado a un acuerdo con el solicitado. Empero, como lo afirma el recurrente, en el escrito por medio del cual se promovió la acción, la citada señora expresó que desistió por temor del demandado, quien se encontraba preso en una cárcel de alta seguridad.
A juicio de la Sala, que el desistimiento del trámite que se intentó ante el ICBF se haya producido por un acuerdo con el demandado o por el temor de la demandante, carece de incidencia para definir la cuestión, como más adelante se explicará, porque, para decirlo de una vez, el abandono de que se acusa al demandado se encuentra probado.

5. Critica el recurrente el concepto emitido por la Trabajadora Social del despacho con fundamento en entrevista practicada al menor, porque al preguntarle si sabía el motivo por el que fue citado a declaración, le respondió afirmativamente y agregó que porque su mamá está iniciando un proceso para que el papá no se lo lleve, de donde encuentra una obvia y clara manipulación de la demandante, lo que resta credibilidad a la referida prueba.

El juzgado, de manera oficiosa, ordenó escuchar en entrevista al niño Juan José, por medio de la Trabajadora Social del juzgado y emitir concepto al respecto. En el acto respectivo le dijo aquello a que se refiere el impugnante, pero además relató que conoció a su padre con el nombre de Camilo y hace poco se enteró que se llamaba Edver; un día, cuando tenía como seis años, le dijo a su mamá que quería conocerlo, ella lo llevó a lo que él consideró era un albergue, pero a los nueve años supo que en realidad era una cárcel en Popayán; en esa oportunidad le dijo “hola” y casi no hablaron; desde entonces no tiene contacto con él, y no lo llama aunque le prometió que lo haría para su cumpleaños; es su mamá quien lo sostiene y antes lo hacía con la ayuda de Jorge Mario Isaza. Con fundamento en esas expresiones, concluyó la referida servidora judicial que el niño no tiene ningún tipo de relación con el padre, quien nunca se ha preocupado por fortalecer el vínculo afectivo, ni le ha brindado ayuda para su manutención.

Aunque el impugnante no controvierte el contenido del relato del menor Juan José, pues lo que critica es el concepto emitido por la trabajadora social, considera la Sala resaltar las expresiones del pequeño para definir la cuestión, teniendo en cuenta que de acuerdo con el artículo 26 de la ley 1098 de 2006, en toda actuación administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza en que estén involucrados, los niños, las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta. 

En igual sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño, dice en el artículo 12:

“1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional.”
Aunque en el asunto bajo estudio no se solicitó ninguna opinión al menor, a pesar de la importancia que a ella otorgan los instrumentos internacionales y la legislación interna, se le escuchó sobre  el abandono que se endilga a su progenitor y del que es él la persona afectada, sin que encuentre la Sala razón alguna para dudar de las expresiones que lanzó, respecto del abandono a que se refirió y que permitió a la Trabajadora Social del juzgado emitir el concepto que critica el impugnante, con un  argumento que no esgrimió, la supuesta manipulación del menor, dentro del término de traslado que de tal concepto se le otorgó por auto del 17 de octubre de 2017, el que dejó vencer en silencio.
6. Está en desacuerdo el recurrente con la sentencia de primera instancia, que se fundamentó en los testimonios de los señores Jorge Mario Isaza, quien  fue compañero de la demandante y de Milbia Elena Gomez, encargada de cuidar al menor en cuyo interés se promovió la acción.

6.1 El primero, quien dijo que vivió maritalmente con la demandante  durante siete años y hasta dos meses antes de dar versión, aunque luego aclaró que aquel periodo incluye el de noviazgo, afirmó que no conoce al demandado; ha sido él la figura paterna para Juan José;  durante la convivencia marital no se llegó a enterar de que el demandado visitara a su hijo, lo llamara o buscara por algún medio;  nunca le ha dado algún presente y no se enteró de que la actora lo haya visitado en el sitio de reclusión en el año 2012.

En relación con ese testimonio afirmó el recurrente que le llamaban la atención dos hechos. El primero, que la relación marital que tuvo con la demandante supuestamente haya terminado dos meses antes de la declaración que rindió, respecto de la cual considera se produjo para evitar que su testimonio fuera tachado de sospechoso. El segundo, que no se hubiera enterado que quien fue su compañera, llevo al menor Juan José hasta Popayán para que conociera al progenitor.
Aunque sustenta el curador ad-litem del demandado su primer reparo en una mera suposición, estima la Sala que el hecho de que el testigo haya dejado de ser el compañero de la demandante desde dos meses antes de la fecha en que dio su versión, o que para entonces la relación se mantuviera, carece de trascendencia en este caso concreto para considerar sospechoso su testimonio.

El artículo 211 del CGP dice: “Cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad, imparcialidad, en razón de parentesco, dependencias, sentimientos o interés en relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales u otras causas.- La tacha deberá formularse con expresión de las razones en que se funda. El juez analizará el testimonio en el momento de fallar de acuerdo con las circunstancias de cada caso”.

El curador ad-litem que representa al demandado ni siquiera tachó de sospechoso el testimonio que critica. A pesar de ello, considera la Sala menester indicar que en procesos de esta naturaleza, la circunstancia de que concurra a declarar el compañero o ex compañero permanente de quien promueve la acción, no puede ser motivo único para calificarlo de sospechoso, pues es sabido que las relaciones familiares, por obvias razones, son, en la mayoría de las veces mejor conocidas por sus integrantes; son estos quienes se percatan de su diario acontecer y es por ello que en los procesos donde se ventilan asuntos familiares, son precisamente sus miembros quienes cuentan con mejor percepción y conocimiento de los hechos que se controvierten, por tener mayor acceso al núcleo familiar donde se presentan.

En el caso concreto, la relación de naturaleza marital que unió al testigo de que se trata con la demandante no lo hace sospechoso, porque aunque sus expresiones deben analizarse con mayor rigor, en este caso no hay cómo inferir que estuvieron dirigidas a favorecer a quien lo llamó a declarar antes que colaborar con la justicia; además, porque conoció de primera mano la ausencia de relación entre padre e hijo en los últimos siete años, en los que sostuvo una relación de noviazgo y luego marital con la demandante, supliendo la figura paterna ausente en la vida del pequeño.

De otro lado, no se justifica restarle mérito probatorio a su versión porque haya dejado de enterarse de un viaje que realizó la actora con el niño hasta Popayán en el año 2012, donde se encontraba privado de la libertad el accionado, porque el menor quería conocerlo, ya que como lo indicó, eso pudo ocurrir antes de iniciarse la convivencia, todo lo cual dejó atrás, y porque coinciden sus expresiones con las de la testigo que a continuación se analizará y con las que dio el menor Juan José, que atrás se plasmaron.
6.2 La señora Milbia Elena Gómez Ramírez contó que conoce a la demandante y a su hijo menor hace cuatro años porque es la niñera del último; no conoce al demandado y ha sido la actora quien siempre ha estado pendiente del pequeño; viven juntos, con su compañero Jorge Isaza y Sebastián, otro hijo que nació de esa relación, la que terminó hace dos meses; el menor nunca menciona al papá; mientras lo cuida, no se ha percatado de alguna llamada o comunicación entre padre e hijo o de las visitas que el primero le haya hecho. 

Estima el recurrente que tampoco debe otorgarse mérito demostrativo a esa testigo, pues cuidaba al menor en cuyo interés se promovió la acción en su propia casa, no en aquella en la que vivía con su madre y así, concluye que se trata de una testigo de oídas.

Tampoco comparte la Sala esa valoración probatoria, pues la deponente es madre comunitaria, vive en la primera planta de la habitación ocupada por la actora y su hijo, cuida de este mientras aquella trabaja desde hace cuatro años, no conoce al demandado y consideraba que era el padre del pequeño el señor Jorge Isaza, anterior compañero de la demandante, afirmaciones de las cuales puede inferirse que se ha percatado de manera personal y directa sobre la ausencia del progenitor en la vida de Juan José, por lo menos en los últimos cuatro años ya que a pesar de la labor que desempeña, no conoce al citado señor, este no visita al niño, no lo llama y en general, no tiene comunicación con él, ni le brinda ayuda económica. En síntesis, no es una testigo de oídas como lo propone el apelante.
Y sus dichos no pierden credibilidad porque no vaya a la residencia de la actora, pues el conocimiento de los hechos que relató lo adquirió precisamente mientras cuida del menor, sin que para otorgarle mérito demostrativo se exija además que deba visitar el sitio donde este reside.  

7. El recurrente dijo también que los testimonios oídos adolecen de claridad, coherencia y seguridad, pero no sustenta esos asertos en argumentos diferentes a los que hasta aquí se han expuesto. 

8. Estima el impugnante que se quiere adjudicar la total responsabilidad al padre del menor, lo que no le parece justo porque la madre también la tiene, ya que cambiaba frecuentemente de vivienda, lo ha hecho en Tuluá, Pereira y Dosquebradas, sin que ofrezca el plenario prueba de que haya informado al demandado sobre esos cambios y solo en una oportunidad, llevo al niño a visitarlo, en el año 2012.
Tampoco acoge este tribunal los anteriores argumentos, pues no hay prueba de la que surja que ese traslado de residencia se haya producido con la finalidad de evitar la relación entre el demandado y su hijo. En efecto, dijo la demandante, en el interrogatorio absuelto, que ha estado  cambiando de domicilio en razón a que está envuelta en un problema de desplazamiento forzado y hace dos años no va a Tuluá, pero allí vive su mamá, en domicilio conocido por el accionado. 
El de este no lo es, como lo ha sostenido la actora, y especialmente en el interrogatorio absuelto, al decir que cuando llevó a su hijo al sito donde se encontraba recluido, en la ciudad de Popayán, purgaba una condena de treinta y ocho meses de prisión, de la que había cumplido dieciocho, venia de la cárcel del Huila, sin que en este momento conozca su situación legal; así se pronunció ante pregunta del curador ad-litem en el sentido de haber consultado en línea los antecedentes del demandado, en el que aparece que no es requerido por autoridad judicial alguna, documento que se le puso de presente y que obra a folio 66 del cuaderno principal.

9. La sentencia de tutela, proferida por la Sala de Casación Civil, del 25 de mayo de 2006, con ponencia del Magistrado Pedro Octavio Munar Cadena, que trae a colación el recurrente, no tiene aplicación en el caso concreto. En efecto, en aquella se trató un caso en el que el padre no abandonó totalmente sus deberes de tal, pues se expresó en ese fallo: “si como lo afirmaron unos testigos, en algunas oportunidades el accionante dejó a su hija bajo el cuidado de sus abuelos o que ocasionalmente la recibía del colegio el celador, le incumbía al juzgador examinar si esos hechos verdaderamente implicaban un total abandono de los deberes filiales del allí demandado…” y fue por eso que concedió la tutela reclamada. En este caso la situación es diferente, pues del demandado no se tiene noticia alguna por lo menos desde la última vez que el menor lo visitó en el sitio donde se encontraba recluido, en el año 2012, y por ende, tampoco ha tenido la mínima relación con él, sin que tampoco esté probado que la madre haya obstaculizado el vínculo  filial.
Desde entonces no ha participado en modo alguno en la vida del menor, como se desprende del análisis en conjunto de los testimonios ya referidos y de la versión del mismo niño, sin que de ello resulte responsable la demandante como lo propone el recurrente, quien considera ha debido informarle al demandado sobre los cambios de domicilio, argumento que no comparte el tribunal porque carece de todo respaldo jurídico; además, no se hacía necesario suministrarle tal información a quien se despreocupó de atender los deberes que como padre le corresponden.

Y no puede hallarse la justificación a tal incumplimiento en el hecho de hallarse privado de la libertad, porque de tal situación solo él es responsable y en razón a que tampoco se acreditó por medio alguno, que a pesar de esa difícil condición, de la que no se sabe si se mantiene, hubiese intentado establecer contacto con el menor.

10. El artículo 315 del Código Civil consagra el abandono del hijo como causal para sancionar al infractor con la pérdida de la patria potestad, abandono que de conformidad con las reglas de interpretación de la ley, debe entenderse en su forma natural y obvia, esto es, cuando sin justa causa se produce un  desprendimiento total del progenitor hacia su hijo menor, en forma tal, que no solo desatiende sus obligaciones económicas, sino aquellas de índole diferente y que guardan relación con su crianza y educación. De esa conducta resulta responsable el demandado desde hace por lo menos seis años, tal como lo demuestran las pruebas recaudadas.

En efecto, como se ha indicado, surge de los testimonios oídos a instancias de la parte actora y de la entrevista del menor Juan José, que el demandado abandonó al pequeño desde hace aproximadamente seis años, época desde la cual dejó de tener cualquier contacto con él,  hecho que los deponentes conocen de manera personal y directa, uno de ellos por la relación de noviazgo y marital que tuvo con la demandante y la otra por ser la encargada de cuidar del pequeño, mientras la madre trabaja, y el menor, por ser la víctima de tal desidia.

En conclusión, del análisis en conjunto de las pruebas mencionadas, concluye la Sala, como ya se había anunciado, que se demostró el abandono que de su hijo menor hizo el demandado y así se configuró la causal de privación de la patria potestad prevista en el numeral 2° del artículo 315 del Código Civil, modificado por el artículo 45 del Decreto 2820 de 1974.

Como a esa misma conclusión llegó la funcionaria de primera instancia, se confirmará el fallo que se revisa.

El demandado será condenado a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior, en este mismo acto.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Único de Familia del municipio de Dosquebradas, el 27 de octubre de 2017, con motivo del recurso de apelación que interpuso el curador ad-litem del demandado  Edver Fajardo en este proceso sobre privación de la patria potestad, instaurado por la señora Bibiana Andrea Cifuentes Martínez, en interés del menor Juan José Fajardo Cifuentes, contra el recurrente.
2º Costas a cargo del recurrente en esta sede, las que serán liquidadas por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de este acto se termina.

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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